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ministerio de justicia

Informe sobre el Anteproyecto de Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Social

•  La nueva norma pone fin al peregri-
naje por distintos juzgados en los asuntos 
laborales 

•  Los juzgados de lo Social asumirán 
competencias que ahora se reparten con 
los de los orden Civil y Contencioso-ad-
ministrativo 

•  La nueva Ley mejorará la protec-
ción judicial de los derechos de los traba-
jadores, evitará duplicidades y permitirá 
resoluciones mucho más rápidas. Todas 
las cuestiones relacionadas con un mismo 
hecho o conflicto las decidirá un mismo 
juez 

•  Reducirá gastos a trabajadores y 
empresas y contribuirá a la eficiencia 
económica. 

El Consejo de Ministros ha recibido un 
informe del ministro de Justicia sobre el 
Anteproyecto de Ley Reguladora de la 
Jurisdicción Social, por la que los tribu-
nales de este orden jurisdiccional asu-
mirán todos los asuntos relativos a acci-
dentes laborales, seguridad e higiene en 
el trabajo, prestaciones públicas y vulne-
ración de derechos en el ámbito laboral, 
especialmente acoso y discriminación, 

con exclusión de los casos penales, liti-
gios sobre recaudación de la Seguridad 
Social y las excepciones concursales.

De esta manera, se evitará el peregri-
naje jurisdiccional en casos   que con-
cluyen en procesos paralelos en los Juz-
gados de lo Social, Civil o en el Conten-
cioso-administrativo. Al clarificar el orden 
judicial competente, se mejora la protec-
ción judicial, lo que representa mayor 
seguridad para el mercado laboral, más 
transparencia y menor gasto para em-
presas y trabajadores. Quedan al margen 
los casos penales, litigios sobre recauda-
ción de la Seguridad Social y las excep-
ciones derivadas de los procesos concur-
sales.

El Anteproyecto de Ley, que se en-
marca en el Plan General de moderniza-
ción y reforma del sistema español de 
Justicia, constituye una auténtica jurisdic-
ción social, especializada y con compe-
tencia plena en los asuntos relativos a los 
derechos de los trabajadores y a las pres-
taciones públicas de protección y asis-
tencia social.

Esta Ley, que agilizará y reducirá 
costes, contribuyendo así al proceso de 
recuperación económica, ofrece al traba-
jador y a los beneficiarios de las presta-
ciones sociales una respuesta judicial 
más homogénea y eficaz.

consejo de ministros

vIERNES, 10 DE Septiembre de 2010
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Hasta ahora

•  Un mismo hecho puede ocasionar 
varios procedimientos en órdenes juris-
diccionales distintos (social, civil, con-
tencioso-administrativo y penal). 

•  Como consecuencia de lo anterior, 
demoras en la obtención de una respuesta 
judicial completa. 

•  El afectado no sabe a qué juez acudir 
y puede tener que ir a dos, incluso a tres, 
que pueden estar en diferentes ciudades. 

•  No existe un tratamiento unitario 
de los problemas, lo que puede ocasionar 
discrepancias en el tratamiento de casos 
similares, pues cada orden jurisdiccional 
resuelve conforme a sus criterios y proce-
dimientos (por ejemplo en el caso de in-
demnizaciones). 

•  Se pueden producir disfunciones, 
porque las decisiones de un juzgado con-
dicionan o influyen en las de otro. 

Con la nueva Ley

•  Un solo procedimiento, como 
regla, sirve para resolver las disputas ori-
ginadas en el ámbito laboral y de protec-
ción social. 

•  Respuesta judicial integral. Todas 
las cuestiones sobre todos los intervi-
nientes las decide un mismo juez. 

•  Respuesta especializada. El juez de 
lo Social es el más capacitado para re-
solver litigios sobre los derechos de los 
trabajadores y las prestaciones sociales 
porque es su ámbito natural de conoci-
miento. 

•  Agilidad y eficiencia. Evitar duplici-
dades, gastos y complejidades innecesa-
rias 

•  Seguridad jurídica. Se evitan con-
tradicciones y disfunciones. 

Principales objetivos

Mejorar la protección judicial de los 
derechos de los trabajadores

Se unifican en el orden social todos los 
asuntos relativos a accidentes laborales, 
seguridad e higiene en el trabajo, presta-
ciones públicas ligadas a situaciones de 
dependencia y vulneración de derechos 
en el ámbito laboral, especialmente acoso 
y discriminación, con exclusión de los 
casos penales. De esta manera, se con-
sigue:

•  Respuesta judicial integral . Todas 
las cuestiones relacionadas con un mismo 
hecho o conflicto las decide un mismo 
juez. Se evita el «peregrinaje jurisdic-
cional». 

•  Respuesta judicial especializada. El 
juez de lo Social, por su especialización, 
es el más capacitado para resolver litigios 
en estas cuestiones. 

•  Respuesta judicial más ágil. El 
orden social tiene menores tiempos de 
respuesta y procedimientos más ade-
cuados para estas cuestiones.   

Agilizar y reducir los costes de los pro-
cedimientos judiciales

El Anteproyecto de Ley reguladora del 
Procedimiento Social simplifica y agiliza 
los trámites al reducir el número de pro-
cedimientos necesarios o concurrentes 
para resolver un mismo hecho. También 
aclara las dudas sobre cuál es el orden 
competente en ciertas materias. Reduce 
los costes de todas las partes implicadas 
(trabajadores y empresarios) al resolverse 
la disputa, en la mayor parte de los casos, 
en un solo procedimiento y no hasta en 
tres como sucede ahora, lo que contri-
buye al proceso de recuperación econó-
mica. Asimismo, permite racionalizar los 
recursos y las competencias, y obtener el 
máximo rendimiento de otros proyectos 
modernizadores del sistema de Justicia, 
ya que la nueva Ley se adapta a la nueva 
Oficina Judicial y al uso de las nuevas 
tecnologías.
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Ampliar la base social de la economía

El nuevo marco legal potencia la par-
ticipación de los actores sociales y de 
todos los trabajadores independiente-
mente del tipo de relación laboral.

•  Sindicatos: exención de depósitos y 
tasas para litigar. 

•  Fondo de Garantía Salarial (FO-
GASA) y Entidades Gestoras de la Segu-
ridad Social: mayor capacidad y legitima-
ción procesal. 

•  Trabajadores autónomos: protec-
ción homogénea en el orden social. 

•  Entidades públicas o privadas entre 
cuyos fines se encuentre la promoción y 
defensa de los intereses legítimos afec-
tados: Se les legitima para intervenir y par-
ticipar en los casos de discriminación y 
acoso, en línea con la legislación vigente. 

Aumentar la seguridad jurídica en el 
mercado laboral

Se resuelven las dudas interpretativas 
y se organizan las competencias entre las 
jurisdicciones civil, contencioso-admi-
nistrativa y social, lo que permitirá el tra-
tamiento homogéneo de casos similares. 
Se trata, por tanto, de una norma que se 
hace aún más necesaria en el actual con-
texto económico, ya que genera segu-
ridad y mejora las expectativas de todos 
los actores sociales y económicos.

Una nueva norma y no una simple re-
forma

A fin de dotar de mayor transparencia 
y eficacia al marco normativo se ha op-
tado por crear una norma completamente 
nueva en sustitución de la vigente Ley de 
Procedimiento Laboral. Se evita de esta 
manera la dispersión normativa y la inse-
guridad jurídica que podría producir una 
nueva reforma. Además, la elaboración 
de una norma completa permite incor-
porar otras mejoras, tanto técnicas como 
estilísticas, que hagan el marco jurídico 
lo más preciso posible.

ANEXO DOCUMENTAL

Una tutela judicial integral para cuestio-
nes sociales

Accidentes laborales: más de 300.000 
actuaciones judiciales en 2009

Durante 2009 se iniciaron por la Ins-
pección de Trabajo y Seguridad Social 
más de 300.000 actuaciones en materia 
de accidentes de trabajo (un 32 por 100 
de toda la actividad de inspección) afec-
tando a más de 182.000 trabajadores. A 
pesar de la disminución de la siniestra-
lidad laboral, con datos para 2009 cada 
día 23 trabajadores sufrieron accidentes 
graves y 2.499 accidentes leves en sus 
puestos de trabajo.

¿Qué ocurre?

Que la ausencia de un tratamiento uni-
tario provoca un peregrinaje por distintas 
jurisdicciones. Ante un accidente laboral, 
el trabajador y el empresario pueden 
tener que ir a los cuatro órdenes jurisdic-
cionales que existen para obtener una 
reparación adecuada.

•  Si hay delito, siempre se irá al juez 
penal y la reforma no afecta a estos 
casos. 

•  Si no hay delito o no se ejercita la 
responsabilidad civil derivada conjunta-
mente, el trabajador puede tener que 
acudir: 

1.  Al juez de lo Social para deter-
minar si es o no un accidente laboral y 
para todas las controversias que se de-
riven de la interpretación del contrato o 
de las prestaciones de la seguridad so-
cial. 

2.  Al juez civil para obtener una in-
demnización por daños a partir de la res-
ponsabilidad extracontractual, en espe-
cial si afecta a terceros vinculados con el 
empresario. 

3.  Si la empresa contratante impug-
nara una eventual sanción por la inspec-
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ción de Trabajo, se acudiría a la jurisdic-
ción contencioso-administrativa. 

Además, hasta ahora, mientras que las 
responsabilidades por daños y perjuicios 
del empleador derivadas del contrato de 
trabajo se resuelven ante el juez social, 
las de las empresas subcontratadas y ac-
ción directa frente a las aseguradoras van 
siempre al juez civil. Son situaciones 
cada vez más frecuentes, que, en la prác-
tica, obligan al trabajador a duplicar sus 
esfuerzos para obtener una respuesta por 
parte de la Justicia.

Y ahora también se produce….
•  Disparidad de resultados según el 

orden jurisdiccional.  Los resultados di-
fieren según el orden jurisdiccional en el 
que se sustancie la controversia, obser-
vándose diferencias respecto a los tiempos 
de duración del procedimiento y el reco-
nocimiento de la cantidad a indemnizar. 

•  Dilaciones perjudiciales para los 
empresarios. A menudo la indemnización 
señalada al trabajador, puede incluso ser 
superada por los salarios de tramitación 
que van unidos a la pérdida del juicio, de 
modo que el empresario prefiere muchas 
veces no arriesgarse a saber si tiene razón 
y prefiere reconocer la improcedencia y 
depositar la indemnización. 

Acoso en el trabajo
Ante un supuesto de acoso en el tra-

bajo, a excepción de los casos penales y 
hasta fechas muy recientes, el trabajador 
tenía que acudir al juez social si el aco-
sador era su empleador directo y al juez 
civil si el acosador era otro empleado o 
un tercero. Y ello a pesar de que en todos 
los supuestos el acoso se produce en el 
marco de las relaciones de trabajo.  

Así la nueva Ley, siguiendo la doctrina 
del Tribunal Constitucional, unifica en el 
juez de lo Social todos los casos para 
evitar disparidad de resultados y asegurar 
siempre un juez especializado en la ma-
teria. Se establece una referencia al acoso 
como categoría singularizada en las re-
glas de prueba, con un tratamiento más 

adaptado a este tipo de casos y partiendo 
del principio, contenido en la Ley Orgá-
nica de Igualdad (art. 12.3), de que la 
víctima sea la única legitimada en los li-
tigios correspondientes.  

¿Por qué los Juzgados  de lo Social?

El orden Social ofrece garantías sufi-
cientes para asumir la redistribución com-
petencial en base a tres factores princi-
pales:

1.  Una jurisdicción á gil y eficaz

La jurisdicción social, si bien ha visto 
incrementada recientemente su carga de 
trabajo debido a la crisis económica, pre-
senta un menor tiempo de respuesta, 
tanto en la actualidad como en la pers-
pectiva histórica, así como una mayor 
tasa de resolución.

Una comparación con los otros ór-
denes jurisdiccionales que conocen tam-
bién de asuntos ligados a la relación la-
boral sirve para constatar que una mayor 
carga no provoca necesariamente un 
mayor tiempo de respuesta o una menor 
tasa de resolución. En este sentido, el 
orden Social es una buena prueba de 
ello, ya que su tasa de resoluciones es 
superior al 90 por 100 y mayor que en los 
órganos de lo Civil o del Contencioso.

El tiempo de respuesta durante 2009 
en el orden Social fue de 6,4 meses (datos 
del CGPJ) frente a los 11.4 del orden Con-
tencioso o los 12.4 meses del orden Civil. 
La mayor celeridad en el orden social se 
ha mantenido a pesar de las excepcio-
nales circunstancias económicas y el pro-
medio de casos pendientes entre 2004 y 
2009 fue de un 14 por 100 en el orden 
Social frente a un 32 por 100 en el Con-
tencioso o un 16 por 100 en el Civil.

2.  Una jurisdicción bien dotada y con 
medios suficientes

Para el año 2010 se ha aprobado la 
creación de once nuevas unidades judi-
ciales en el orden Social, lo que repre-
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senta un 8 por 100 de todos los órganos 
de nueva creación programados para el 
año 2010, excluidos los jueces de ads-
cripción territorial, con lo que se duplica 
el número de órganos creados en la juris-
dicción Social en el año 2009.

La programación de 2010 refleja la 
constante mejora en la dotación para la 
jurisdicción Social que se sigue desde el 
inicio de la Legislatura anterior y que ha 
permitido pasar de 303 unidades en 2004 
a 378 en 2010 (43 unidades más). De 
esas 42 nuevas unidades, 11 serán nuevos 
juzgados de lo Social.

Asimismo, el alto ritmo de creación de 
unidades en circunstancias excepcio-
nales como la actual permite afrontar con 
las debidas garantías un eventual incre-
mento de la carga de trabajo al concen-
trar la materia social y laboral en la juris-
dicción social: una vez se mitiguen las 
circunstancias excepcionales también se 
reducirá la carga de trabajo directamente 
relacionada con la crisis económica (pro-
cesos por despido).

3.  Una jurisdicción reforzada y con ca-
pacidad de respuesta

Como consecuencia de la crisis eco-
nómica, a mitad de 2009 se puso en 
marcha  un «Plan Preventivo» de refuerzo 
para agilizar la carga de trabajo en los 
tribunales de la jurisdicción Social. Los 
19 partidos judiciales que más retraso 
acumulaban contaron con el apoyo de 35 
magistrados, además de secretarios judi-
ciales y personal funcionario. Del total de 
24.729 asuntos que se le asignaron, de 
los cuales 22.566 eran despidos, han 
concluido casi 19.900, lo que supone 
más del 90 por 100 del objetivo. Se han 
dictado en estos seis meses 9.365 senten-
cias.

Estos refuerzos, además de mantener 
el tiempo de respuesta en la resolución 
de los procesos de despido, han conse-
guido reducir el tiempo de respuesta en 
la resolución del resto de procesos, en 
general, en un promedio de tres 
meses.
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